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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / INEXISTENCIA DE LA SITUACIÓN ARGÜIDA / NIEGA. “Según el certificado expedido por el Secretario del Juzgado Cuarto Civil del Circuito, el accionante no allegó escrito alguno para solicitar la aplicación de los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998, ni aportó al expediente copia del recurso de reposición interpuesto contra las decisiones adoptadas en la referida acción popular. Surge de lo anterior que los hechos en que se fundamentó la acción de tutela que se decide por medio de esta sentencia no guardan relación con lo efectivamente acaecido en el proceso en el que encuentra el actor lesionados sus derechos, pues como lo acreditan las pruebas allegadas, ninguna solicitud radicó para que se aplicaran las citadas normas de la Ley 472 de 1998, que dice elevó “a saciedad” y si bien expresó que los términos procesales han debido ser interrumpidos por motivo de los recursos que interpuso, no presentó, de manera formal, medio de impugnación alguno. En conclusión, la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia. (…) De acuerdo con lo expuesto, no resulta posible analizar si se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, que permitan pasar luego al análisis de las causales específicas para que el amparo solicitado frente a providencias judiciales se abra paso. En esas condiciones, se negará la tutela reclamada.”.
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Se decide en esta sentencia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, a la que fueron vinculados el Alcalde de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los siguientes hechos:

1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2 En la acción popular que instauró, radicada bajo el No. “2015-00462”, el Juez Cuarto Civil del Circuito de Pereira se niega a aplicar los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998, a pesar de solicitárselo “a saciedad” y en desconocimiento del inciso cuarto del artículo 118 del Código General del Proceso, el cual prevé que cuando se interpone algún recurso contra “la providencia que concede un termino (sic) o del auto a partir de cuya notificacion (sic) debe correr un termino (sic) por ministerio de la ley, este se interrumpira (sic)”. 
2. Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado decretar la nulidad del auto que dispuso la terminación del trámite y a la Defensora de Pueblo de Caldas presentar acciones de amparo a su nombre. De manera ininteligible pide a esta Sala aplicar los artículos 11 y 372 del Código General del Proceso, “se tenga como excusa sumaria la presentada po (sic) termino (sic) mi accion (sic) por desistimiento tacito (sic)” y se ordene resolver las solicitudes relativas a la aplicación de los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante auto de 16 de febrero pasado se admitió la tutela, se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Procurador y al Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda. No se mandó hacerlo respecto de la entidad demandada en la acción popular en que encuentra el actor vulnerados sus derechos fundamentales, porque de acuerdo con las copias de esa actuación, la demanda fue rechazada y por ende, dicha entidad no concurrió a ese trámite.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, una vez sean convocados por el juez. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 El señor Alcalde Municipal de Pereira, por medio de apoderada, solicitó desvincular a la entidad que representa pues existe falta de legitimación en la causa por pasiva y no está llamada a responder por la posible vulneración de los derechos referidos por el actor, máxime cuando los hechos de la demanda involucran exclusivamente al juzgado accionado. Solicita se condene en costas al actor, en caso de temeridad.

2.3 La Defensora del Pueblo Regional Caldas refirió que designó un abogado adscrito al área administrativa de esa Defensoría para asesorar al señor Arias Idárraga en materia de acciones constitucionales y en relación con su seguridad personal; fue así como ese mismo funcionario presentó en el mes de agosto de 2014 acción de tutela contra diferentes entidades para obtener la protección de sus derechos con ocasión a los supuestos actos de persecución de los que era objeto, la que fue negada porque las demandadas acreditaron que según el estudio de seguridad realizado, el actor no tenía riesgo alguno; además lo ha representado ante diferentes entidades, a las cuales ha acudido para presentar denuncias contra funcionarios públicos que no han accedido a sus pretensiones.

Seguidamente señaló que el 26 de marzo de 2015, el citado accionante le elevó petición para que le suministrara impresora, tinta, papel y defensores para redactar 10.000 acciones populares; como quiera que esa Defensoría no maneja recursos propios, se corrió traslado de esa solicitud a la Secretaría General. Esta respondió que por razones presupuestales no podía acceder a la misma pero que sí se le podría brindar orientación jurídica, a pesar de que se sabe que él “conoce al dedillo todo el procedimiento tanto de acciones populares como de acciones de tutela”; frente a esa contestación, el demandante requirió a esa Defensoría para que presentara tutela contra ella misma con el fin de que le brindaran los referidos insumos.

Afirma que contra esa Defensoría ha presentado en los últimos tres meses, cerca de 455 acciones de tutela por los mismos hechos, las cuales relaciona.

Indicó que ante la gran cantidad de acciones constitucionales que el accionante ha presentado, la Sección Segunda de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante diferentes providencias, solicitó a esa Defensoría agotar las gestiones necesarias para que por el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses Seccional Caldas se le practique un examen de habilidad mental para determinar su “estado de capacidad de discernimiento para ejercer de forma autónoma sus derechos individuales”, sin que aún se haya podido practicar por las razones que explica.

Citó jurisprudencia en relación con la acción de tutela temeraria y expuso que frente a un tema exactamente igual a la acción de tutela que se responde en esta ocasión, el Honorable Tribunal  Superior de Manizales, ordenó compulsar copias a la Fiscalía.

3. La titular del despacho demandado y la Defensoría del Pueblo regional Risaralda guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. El problema jurídico que debe resolver esta Sala, es determinar si en este caso el juez accionado desconoció los derechos fundamentales del actor, en la acción popular que propuso, por abstenerse de dar aplicación a los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998 y no interrumpir los términos procesales a pesar de que se interpusieron recursos.
3. Las pruebas documentales allegadas acreditan los siguientes hechos:

3.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra la sede de Audifarma ubicada en la calle 16 No. 12-67 local 2, de Valledupar
. 

3.2 Mediante auto de 13 de agosto de 2015, la señora Jueza Civil del Circuito decidió inadmitir la demanda y le concedió al actor un término de tres días para que la subsanara
.
3.3 En informe secretarial del 27 siguiente se informó que el actor presentó un solo memorial, que fue agregado a otra acción popular, por medio del cual formuló recurso de reposición frente al auto inadmisorio de varias demandas y pidió que se reprodujera y se incorporara a cada expediente. El juzgado le negó esta petición y le otorgó un plazo de tres días para que aportara copia de ese documento para cada uno de los procesos o pagara las expensas necesarias para ese efecto, so pena de no darle trámite al recurso
.
3.4  En constancia secretarial del 2 de septiembre de ese mismo año, se informó que el actor, dentro del plazo otorgado, dejó de aportar copia del recurso de reposición
. 

3.5 Por auto de 14 de septiembre de ese mismo año se rechazó la demanda porque no fue subsanada
.

3.6 Según el certificado expedido por el Secretario del Juzgado Cuarto Civil del Circuito, el accionante no allegó escrito alguno para solicitar la aplicación de los artículos 5º y 84 de la Ley 472 de 1998, ni aportó al expediente copia del recurso de reposición interpuesto contra las decisiones adoptadas en la referida acción popular
.

4. Surge de lo anterior que los hechos en que se fundamentó la acción de tutela que se decide por medio de esta sentencia no guardan relación con lo efectivamente acaecido en el proceso en el que encuentra el actor lesionados sus derechos, pues como lo acreditan las pruebas allegadas, ninguna solicitud radicó para que se aplicaran las citadas normas de la Ley 472 de 1998, que dice elevó “a saciedad” y si bien expresó que los términos procesales han debido ser interrumpidos por motivo de los recursos que interpuso, no presentó, de manera formal, medio de impugnación alguno.
En conclusión, la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia.

La Corte Suprema de Justicia, en proceso de tutela propuesta por quien en este asunto actúa como demandante, en el que también se relataron hechos que no guardaban relación con lo acaecido en el proceso en el que el peticionario encontraba la lesión de sus derechos, dijo:


“Visto lo anterior, la Corte advierte que tal como lo indicó el Tribunal a quo, no es viable entrar a examinar las puntuales inconformidades del actor, puesto que los planteamientos plasmados en el escrito de tutela, no guardan alguna relación con lo actuado dentro del asunto 2015-01053-00, por cuanto, no se avizora que la autoridad accionada haya rechazado de plano la demanda del tutelante por falta de competencia, sino al contrario, lo que aconteció fue que la inadmitió para que él realizara unas aclaraciones y aportara unas pruebas, empero, como aquél no cumplió con la carga, se rechazó la demanda.


Se refuerza lo preanotado, porque el auto que “rechazó” la demanda por no haberse subsanado se profirió el 29 de abril de 2016, es decir, con posterioridad a la presentación del presente auxilio, y bajo esa circunstancia, no es posible analizar los descontentos del tutelante, itérese, la falta de congruencia entre lo relatado en el escrito de tutela y lo que se adelantó en el juicio; además, tampoco se observó que la autoridad querellada hubiese rechazado algún recurso de apelación por improcedente…”

De acuerdo con lo expuesto, no resulta posible analizar si se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, que permitan pasar luego al análisis de las causales específicas para que el amparo solicitado frente a providencias judiciales se abra paso.

En esas condiciones, se negará la tutela reclamada.

5. En el mismo sentido se procederá respecto del amparo frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque según dijo el accionante, al responder el requerimiento efectuado por esta Sala, no ha pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre la acción de tutela que por medio de esta providencia se resuelve. Por ende, se concluye con toda seguridad, que no ha incurrido la referida autoridad en acción u omisión que justifique brindar la protección reclamada.

6. Tal como lo solicita el actor, se le enviará copia de este fallo a su correo electrónico.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la acción de tutela instaurada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, a la que fueron vinculados el Alcalde de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO: Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico.
TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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